	 

	En Buenos Aires, a los 7 días del mes de abril del año dos mil once, hallándose reunidos en acuerdo los Señores Vocales de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal a fin de pronunciarse en los autos "PIROLO RAFAELA MARIA DOLORES s/ prescripción adquisitiva", y de acuerdo al orden de sorteo el Dr. Recondo dijo: 

I. El señor Juez de primera instancia declaró inadmisible la acción intentada por la señora Rafaela María Pirolo, con costas. 

Para así decidir, estimó que no se encuentran reunidos los requisitos necesarios para que proceda la acción de prescripción prevista en el artículo 4016 bis 
del Código Civil puesto que al momento de efectuar la operación omitió -pudiendo hacerla- de manera voluntaria realizar la verificación física del automotor Ford Falcón en la forma prevista por la legislación vigente, la cual le habría permitido advertir que el vehiculo en cuestión, identificado con chapa patente B-1503355, nº de motor DUPC 32996 y nº de chasis KA02UP-24609 poseía la numeración del motor y del chasis adulteradas y sin posibilidad de identificar sus originales. 

Apeló la actora a fs.312, recurso que fue concedido libremente a fs.313, expresó agravios a fs.317/318 los cuales fueron contestados por la Defensora Pública Oficial a fs.320. 

La recurrente destacó las razones por la que estima debe ser reputado adquirente de buena fe. El automóvil se encuentra debidamente inscripto a su nombre en el Registro de la Propiedad Automotor, fue adquirido de quien revestía la calidad de propietario y, además, no era exigible para la transferencia la verificación física de las unidades anteriores al año 1980. Como consecuencia de ello, afirmó que se encuentran satisfechos los recaudos exigidos por la ley para que proceda la usucapión pretendida. 

II.Ante todo es conveniente recordar que con relación a las cosas muebles en general, el artículo 2412 
del Código Civil consagra el principio "posesión vale titulo". No obstante, los automotores fueron detraídos de esa orbita por la sanción del decreto-ley 6572/58, que los convirtió en cosas muebles registrables. 

En virtud de lo dispuesto por el artículo 2 de esta norma, el principio general antedicho ha sido trasladado a los automotores con la variante de que lo que confiere titulo no es la posesión sino la inscripción, que es constitutiva del derecho de propiedad (conf. esta Sala, causas 7748/92 del 13-6-96, 5219/06 del 16-11-06 y 134/10 del 10-8-10). Por ello, quien invoca buena fe en la adquisición del dominio de un automotor debe contar con la correspondiente inscripción registral a su nombre, pues de lo contrario no podría estar convencido de la legitimidad de ese acto, ya que el derecho mencionado no se adquiere sino con la inscripción (conf. MOISSET DE ESPANES; "Dominio de Automotores y Publicidad Registral", 1981, Pág. 111 y 124; PROSPERI, "Régimen Legal de Automotores", 1997, Pág. 130; BREBBIA, "Problemática Jurídica de los Automotores", 1984, t. II, Pág. 336/338; DIAZ SOLIMINE, "Dominio de Automotores", 1994, Pág. 186/187; MARIANI DE VIDAL, "Automotores: La buena fe como requisito para la adquisición de su dominio", LL 1991-B-1141). 

El error o la ignorancia de hecho sólo pueden ser invocados en caso de ser excusables, lo que implica que el interesado debe adoptar todos los recaudos tendientes a evitarlos, de acuerdo con la naturaleza de la cosa involucrada y las circunstancias de persona, tiempo y lugar (arg. art.512 
, Código Civil). Tratándose de cosas como los automotores usados, una diligencia razonable requería su verificación física y jurídica, pues nadie ignora que los delitos vinculados con estos bienes se han vuelto mas frecuentes, más numerosos y de variada índole. 

La verificación jurídica aparece impuesta por el artículo 16, decreto 6582/58, de cuyos términos surge que a ese fin no basta con que el adquirente exija la exhibición del título del automotor y de la cédula de identificación ("cédula verde") por parte del enajenante, sino que le es necesario contar con el certificado que hace referencia la disposición recién citada. Si ese certificado no ha sido solicitado y luego resulta haber adquirido de un no propietario, el adquirente no podrá invocar su buena fe, porque el error derivará de su propia negligencia que, naturalmente, no podrá invocar para justificarse. 

En cuanto a la verificación física (artículo 6 
, decreto 335/88), consistente en los comprobación de los números del motor y chasis y demás individualizaciones de la unidad, que se realiza en las playas habilitadas a esos fines por la autoridad de fiscalización, tiende a determinar la correspondencia de esas precisiones con las obrantes en la documentación original y captar eventuales adulteraciones o substituciones de esos elementos identificatorios y, en su caso, intentar determinar los números originales, para lo cual se practican peritajes químicos. Ello así, quien no llevara a cabo la aludida verificación física como previa a la adquisición no podría pretender la excusabilidad de su error (en consecuencia, no podría ser considerada adquirente de buena fe) si con posterioridad advirtiera defectos en la identificación del vehículo obstativos de su registro, por hallarse adulterada su numeración originaria, por tratarse de un vehículo con chapas patentes y documentos de uno distinto o por cualquier otro motivo análogo. 

III.Esta fuera de discusión que la señora Rafaela Pirolo registró el 8 de junio de 1988 -a su nombre- un auto Ford Falcon, modelo 1978, identificado con chapa patente B-1503355, sin haber realizado previamente la verificación física del rodado (ver título del automotor obrante en sobre reservado y que tengo a la vista y contestación de demanda de fs.222). 

Tampoco cabe duda que tiempo después -con motivo de concurrir a la planta verificadora por el cambio de patentes- se detectó que posee las numeraciones del motor y del chasis adulteradas y sin posibilidades de identificar sus originales. La numeración apócrifa aparece estampada sobre un trozo de chapa metálica que cubre la zona donde la empresa fabricante estampa la identificación (esta práctica se llama ventana), lo cual dio lugar a que se labrara una causa penal que tramitó ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción nº 11 y que culminó por prescripción de la acción (ver pericia técnica policial que obra en fs.14 de la causa penal e informe de fs.244). 

El articulo 4016 bis establece que para que se aplique la prescripción adquisitiva de dos años es inexcusable que exista una inscripción en el Registro a nombre del usucapiente y buena fe, es decir, haber realizar la verificación jurídica y física del vehiculo al adquirirlo. 

En tales condiciones, cabe coincidir con el doctor Marco que la actora no observó las pautas de diligencias exigidas por la operación que realizó a los efectos de configurar la buena fe del adquirente.No obsta a lo expuesto que la verificación física del vehiculo no resultaba necesaria para la inscripción de las transferencias anteriores al año 1980 puesto que la decisión de no hacer la verificación pese a haber realizado la operación con desconocidos, es, de suyo, demostrativa de un proceder reprochable por ligereza y que demuestra su propia negligencia, la cual, naturalmente, no podrá invocar para justificarse. 

Tampoco mejora su posición el argumento vinculado "con que tiene el vehiculo debidamente inscripto a su nombre" (fs.318) puesto que si bien -en principio- goza de la apariencia de ser un verdadero propietario reconoce como imprescindible que la inscripción del dominio efectuada no se corresponde con la realidad física, ya que se ha inscripto un automotor cuyas partes esenciales corresponden a un código de identificación distinto al que figura en el asiento registral. 

IV. Finalmente cabe señalar que: a) la jurisprudencia y la doctrina ha señalado que cuando resulta imposible individualizar al verdadero dueño de un automotor con motivo de las maniobras practicadas sobre sus elementos identificatorios (chapa patente, numero de motor y de chasis), este automotor es considerado de origen incierto, no tiene dueño conocido y son llamados como autos mellizos o gemelos (conf. DIAZ SOLIMINE, obra citada, pág. 143/234 y VIGGIOLA-MOLINA QUIROGA, Régimen Jurídico del Automotor, pág. 427/437, Sala 2, causa 7079/98 del 9-3-00) y b) esta solución, que en una primera aprehensión podría impresionar como inconveniente (al menos desde la óptica de quien ha sido víctima inocente de una estafa en la operación de adquisición del automotor), resulta por el contrario sumamente valiosa, en tanto contribuye a desalentar la comisión de hurtos, robos y otras maniobras delictivas respecto de los rodados, porque traen como consecuencia impedir el reingreso al comercio jurídico de los vehículos sobre los que hubieren sido practicadas, frustrándose de tal modo la finalidad perseguida por sus autores. 

Por ello, voto porque se confirme la sentencia apelada, con costas (art.68 
Código Procesal). 

Los Dres. Medina y Antelo, por análogos fundamentos adhieren al voto precedente. Con lo que terminó el acto firmando los Señores Vocales por ante mí que doy fe. 

Fdo.: 

Ricardo Gustavo Recondo. 

Graciela Medina. 

Guillermo Alberto Antelo. 

Es copia fiel del original que obra en el Tº 4, Registro Nº 92, del Libro de Acuerdos de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal. 

Buenos Aires, 7 de abril de 2011. 

Y VISTO: lo deliberado y las conclusiones a las que se arriba en el Acuerdo precedente, el Tribunal RESUELVE: confirmar la sentencia apelada, con costas (art. 68 Código Procesal). 

Por las tareas de alzada, atendiendo al resultado del recurso, fijase los honorarios del doctor Eduardo Marini en la suma de ($.) (art 14 
del arancel vigente). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

Ricardo Gustavo Recondo. 

Graciela Medina. 

Guillermo Alberto Antelo.


